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DECRETA:
Artículo 1°. Para efectos de determinar la renta o ganancia ocasional, según el caso, 

proveniente de la enajenación durante el año gravable 2006 de bienes raíces y de acciones 
o aportes, que tengan el carácter de activos fijos, los contribuyentes que sean personas 
naturales, no sometidos al sistema de ajustes por inflación podrán tomar como costo fiscal, 
cualquiera de los siguientes valores:

1. El valor que se obtenga de multiplicar el costo fiscal de los activos fijos enajenados, 
que figure en la declaración de renta por el año gravable de 1986 por veintidós punto 
veinticuatro (22.24), si se trata de acciones o aportes, y por setenta y dos punto cero cuatro 
(72.04) en el caso de bienes raíces.

2. El valor que se obtenga de multiplicar el costo de adquisición del bien enajenado 
por la cifra de ajuste que figure frente al año de adquisición del mismo, conforme a la 
siguiente tabla:

Año de adquisición Acciones y aportes 
Multiplicar por

Bienes raíces 
Multiplicar por

1955 y anteriores 1.877,27 5.867,59
1956 1.839,70 5.750,31
1957 1.703,43 5.324,42
1958 1.437,22 4.492,25
1959 1.313,95 4.106,99
1960 1.226,39 3.833,25
1961 1.149,71 3.574,20
1962 1.082,16 3.382, 30
1963 1.010,75 3.159,27
1964 772,87 2.415, 84
1965 707,55 2.211,55
1966 617,29 1.929,45
1967 544,24 1.701,23
1968 505,37 1.579,63
1969 474,12 1.481,95
1970 435,95 1.362,66
1971 407,04 1.272,18
1972 360,68 1.127,53
1973 317,13 991,52
1974 259,07 809,99
1975 207,21 647,47
1976 176,18 550,65
1977 140,48 438,85
1978 110,16 344,34
1979 92,01 287,57
1980 72,70 227,35
1981 58,42 182,40
1982 46,48 145,23
1983 37,34 116,70
1984 32,08 100,28
1985 27,16 87,02
1986 22,24 72,04
1987 18,38 61,09
1988 14,98 46,10
1989 11,74 28,74
1990 9,31 19,88
1991 7,06 13,85
1992 5,56 10,38
1993 4,46 7,37
1994 3,64 5,36
1995 2,98 3,82
1996 2,53 2,82
1997 2,18 2,34
1998 1,86 1,80
1999 1,60 1,50
2000 1,47 1,49
2001 1,35 1,44
2002 1,26 1,33
2003 1,18 1,20
2004 1,11 1,12
2005 1,05 1,06

En cualquiera de los casos señalados en los numerales 1 y 2, la cifra obtenida puede 
ser adicionada en el valor de las mejoras y contribuciones por valorización que hubieren 
pagado, cuando se trate de bienes raíces.

Parágrafo. El costo fiscal de los bienes raíces, aportes o acciones en sociedades de-
terminado de acuerdo con este artículo, podrá ser tomado como valor patrimonial en la 
declaración de renta y complementarios del año gravable 2006.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir del 1° de enero del año 2007, previa su 
publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

DECRETO NUMERO 4585 DE 2006
(diciembre 27)

por el cual se reglamenta el artículo 119 del Estatuto Tributario.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y 

legales, en especial de las consagradas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política,

DECRETA:
Artículo 1°. Monto a deducir por intereses sobre préstamos de vivienda y contratos 

de leasing habitacional. Para efectos de la deducción sobre préstamos para adquisición de 
vivienda del trabajador a que se refiere el artículo 119 del Estatuto Tributario o del costo 
financiero en virtud de un contrato de leasing habitacional para vivienda del trabajador, 
el valor máximo a deducir por estos conceptos para el año gravable 2006 es la suma de 
veinticinco millones setecientos veintiséis mil pesos ($25.726.000), sin perjuicio del cum-
plimiento de los demás requisitos establecidos.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir del 1° de enero del año 2007, previa su 
publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

Ministerio de lA protección sociAl

decRetos

DECRETO NUMERO 4580 DE 2006
(diciembre 27)

por el cual se fija el salario mínimo legal.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las atribuciones que le confiere 

el inciso 2° del parágrafo del artículo 8° de la Ley 278 de 1996,
CONSIDERANDO:

Que el artículo 1° de la Constitución Política de Colombia consagra el trabajo como 
uno de los principios fundamentales del Estado Social de Derecho;

Que el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia establece que: “El trabajo es un 
derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la protección especial 
del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas”;

Que el artículo 53 de la Constitución Política de Colombia consagra “la remuneración 
mínima, vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo” como uno de los 
principios mínimos fundamentales de la ley laboral colombiana;

Que el literal d) del artículo 2° de la Ley 278 de 1996, establece que la Comisión 
Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales a que se refiere el artículo 
56 de la Constitución Política, tiene la función de: “Fijar de manera concertada el salario 
mínimo de carácter general, teniendo en cuenta que se debe garantizar una calidad de vida 
digna para el trabajador y su familia;

Que el inciso 2° del parágrafo del artículo 8° de la referida ley expresa que “cuando 
definitivamente no se logre el consenso en la fijación del salario mínimo, para el año in-
mediatamente siguiente, a más tardar el treinta (30) de diciembre de cada año, el Gobierno 
lo determinará teniendo en cuenta como parámetros la meta de inflación del siguiente año 
fijada por la Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el Comité 
Tripartito de Productividad que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; ade-
más, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del Producto Interno 
Bruto (PIB) y el Indice de Precios al Consumidor (IPC)”;

Que según consta en actas del 23 de noviembre, 4, 11, 13, 15, 16 y 18 de diciembre del 
2006, la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales después 
de amplias deliberaciones sobre el particular no logró un consenso para la fijación del salario 
mínimo, lo cual obliga al Gobierno Nacional a ejercer la competencia de fijarlo;

Que según la Sentencia C-815 de 1999 de la Corte Constitucional, la competencia 
citada se ejerce teniendo en cuenta el análisis de la inflación y la productividad acordada 
por la Comisión Tripartita que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la 
contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del Producto Interno Bruto, 
la especial protección constitucional del trabajo, la necesidad de mantener una remuneración 
conforme a los postulados del artículo 53 de la Constitución Política, la función social de 
la empresa y los objetivos constitucionales de la dirección general de la economía a cargo 
del Estado;

Que el artículo 47 del Decreto-ley 205 de 2003, establece que todas las referencias 
legales vigentes a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Salud, se entienden 
referidas al Ministerio de la Protección Social;
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Que en mérito a lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. A partir del primero (1°) de enero del año 2007 regirá como salario mínimo 
legal mensual para los trabajadores de los sectores urbano y rural, la suma de cuatrocientos 
treinta y tres mil setecientos pesos ($433.700.00) moneda corriente.

Artículo 2°. Este decreto rige a partir del primero (1°) de enero de 2007 y deroga el 
Decreto 4686 del 21 de diciembre de 2005.

Publíquese y cúmplase.
27 de diciembre de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

DECRETO NUMERO 4581 DE 2006
(diciembre 27)

por el cual se establece el auxilio de transporte.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial de las conferidas en las Leyes 15 de 1959 y 4ª de 1992,
DECRETA:

Artículo 1°. Fijar a partir del primero (1°) de enero del año dos mil siete (2007), el 
auxilio de transporte a que tienen derecho los servidores públicos y los trabajadores par-
ticulares que devenguen hasta dos (2) veces el salario mínimo legal mensual vigente, en 
la suma de cincuenta mil ochocientos pesos ($50.800.00) moneda corriente, mensuales, el 
cual se pagará por los empleadores en todos los lugares del país donde se preste el servicio 
público de transporte.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir del primero (1°) de enero del año dos mil 
siete (2007) y deroga el Decreto 4726 de 26 de diciembre de 2005.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.
El Ministro de Transporte,

Andrés Uriel Gallego.

DECRETO NUMERO 4587 DE 2006
(diciembre 27)

por el cual se da cumplimiento a un fallo de la Procuraduría General de la Nación, 
mediante el cual se impone una sanción disciplinaria a ex Presidente del Instituto  

de Seguros Sociales.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades legales en 

particular las previstas en el artículo 172 de la Ley 734 de 2002, y
CONSIDERANDO:

Que la Procuraduría General de la Nación, adelantó investigación disciplinaria contra 
el doctor Guillermo Fino Serrano, identificado con cédula de ciudadanía número 19403214 
de Bogotá, en su calidad de Presidente del Instituto de Seguros Sociales, para la época de 
los hechos, bajo Radicación número 156110249-04 de 2004;

Que en fallo proferido en primera instancia por la Comisión Especial Disciplinaria de 
la Procuraduría General de la Nación, el 10 de julio de 2006, se declaró responsable dis-
ciplinariamente al doctor Guillermo Fino Serrano en su calidad de Presidente del Instituto 
de Seguros Sociales, para la época de los hechos y, en consecuencia resolvió imponerle 
sanción de destitución e inhabilidad general para ejercer funciones públicas por el término 
de veinte (20) años y a título de multa la suma de veinticinco millones ciento veinticuatro 
mil setecientos veinticuatro pesos ($25.124.724,00) moneda corriente equivalente a noventa 
(90) días de salario para la época de los hechos;

Que la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, el 2 de noviembre de 
2006, procede a resolver los recursos de apelación interpuestos contra el fallo de primera 
instancia, decretando la nulidad parcial de la actuación disciplinaria en lo referente a los 
cargos primero y cuarto parcial, modificando el ordinal primero de la parte resolutiva del 
fallo de primera instancia y en su lugar declaró responsable disciplinariamente a Guillermo 
Fino Serrano solamente de los cargos segundo, tercero y cuarto parcial, y como consecuencia 
de ello, impuso únicamente sanción consistente en destitución del cargo de Presidente del 
Instituto de los Seguros Sociales, ISS, con la accesoria de inhabilidad general para ejercer 
funciones públicas por un término de doce (12) años;

Que la Procuraduría General de la Nación, remitió copia de los fallos correspondientes 
a la investigación referida, para que se dé cumplimiento a los artículos 172 y 173 de la 
Ley 734 de 2002;

Que de acuerdo con el artículo 49 del Código Contencioso Administrativo y de confor-
midad con el pronunciamiento del 28 de julio de 1994, con Radicación 624 de la Sala de 
Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, los actos mediante los cuales el Presidente 
de la República da cumplimiento a una sanción disciplinaria a instancias de la autoridad 
competente, son de ejecución y contra los mismos no procede recurso alguno;

Que en mérito de lo expuesto,

DECRETA:
Artículo 1°. Ejecútase la sanción impuesta al doctor Guillermo Fino Serrano, identificado 

con cédula de ciudadanía número 19403214 de Bogotá, D. C., consistente en destitución en 
su condición de Presidente del Instituto de Seguros Sociales, para la época de los hechos, 
y la accesoria de inhabilidad para ejercer funciones públicas por el término de doce (12) 
años, de conformidad con el fallo proferido el 2 de noviembre de 2006, por la Procuraduría 
General de la Nación.

Artículo 2°. Efectúense por intermedio del Instituto de Seguros Sociales, las diligencias 
necesarias para hacer efectiva la sanción, haciendo los registros en la hoja de vida del sancio-
nado y archivando copia del presente decreto, del fallo sancionatorio y de las providencias 
referidas al mismo, para que obren como antecedente disciplinario.

Artículo 3°. Comuníquese el presente decreto a la Procuraduría General de la Nación, 
por intermedio de la Secretaría General del Instituto de Seguros Sociales.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

DECRETO NUMERO 4588 DE 2006
(diciembre 27)

por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Cooperativas  
y Precooperativas de Trabajo Asociado.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y 
legales, en especial de las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y en desarrollo de los artículos 59 de la Ley 79 de 1988, 36 de la Ley 454 de 1998 
y artículo 8° de la Ley 828 de 2003,

DECRETA:
CAPITULO PRIMERO
Disposiciones generales

Artículo 1°. Campo de aplicación. Las disposiciones del presente decreto se aplicarán en 
el territorio nacional, a todas las personas jurídicas que ostenten la calidad de Cooperativas 
y Precooperativas de Trabajo Asociado.

Artículo 2°. Objeto. El presente decreto regula el trabajo asociado cooperativo, precisa 
su naturaleza y señala las reglas básicas de su organización y funcionamiento.

CAPITULO SEGUNDO
Organización de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado

Artículo 3°. Naturaleza de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado. 
Son organizaciones sin ánimo de lucro pertenecientes al sector solidario de la economía, que 
asocian personas naturales que simultáneamente son gestoras, contribuyen económicamente 
a la cooperativa y son aportantes directos de su capacidad de trabajo para el desarrollo de 
actividades económicas, profesionales o intelectuales, con el fin de producir en común 
bienes, ejecutar obras o prestar servicios para satisfacer las necesidades de sus asociados 
y de la comunidad en general.

Artículo 4°. Número de asociados para su constitución. Las Cooperativas de Trabajo 
Asociado se constituirán con un mínimo de diez (10) asociados, y las que tengan menos de 
veinte (20), en los estatutos o reglamentos deberán adecuar los órganos de administración 
y vigilancia a las características particulares de la cooperativa, especialmente al tamaño del 
grupo asociado, a las posibilidades de división del trabajo y a la aplicación de la democracia 
directa, así como también a las actividades específicas de la cooperativa.

De conformidad con lo previsto en el artículo 2° del Decreto 1333 de 1989 las Pre-
cooperativas de Trabajo Asociado se constituirán con un número mínimo de cinco (5) 
asociados fundadores.

Artículo 5°. Objeto social de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado. 
El objeto social de estas organizaciones solidarias es el de generar y mantener trabajo para los 
asociados de manera autogestionaria, con autonomía, autodeterminación y autogobierno. En 
sus estatutos se deberá precisar la actividad socioeconómica que desarrollarán, encaminada 
al cumplimiento de su naturaleza, en cuanto a la generación de un trabajo, en los términos 
que determinan los organismos nacionales e internacionales, sobre la materia.

Parágrafo. Las Cooperativas de Trabajo Asociado cuya actividad sea la prestación de 
servicios a los sectores de salud, transporte, vigilancia y seguridad privada y educación, 
deberán ser especializadas en la respectiva rama de la actividad; en consecuencia, las coo-
perativas que actualmente prestan estos servicios en concurrencia con otro u otros, deberán 
desmontarlos, especializarse y registrarse en la respectiva superintendencia o entidad que 
regula la actividad.

Artículo 6°. Condiciones para contratar con terceros. Las Cooperativas y Precoope-
rativas de Trabajo Asociado, podrán contratar con terceros la producción de bienes, la 
ejecución de obras y la prestación de servicios, siempre que respondan a la ejecución de un 
proceso total en favor de otras cooperativas o de terceros en general, cuyo propósito final 
sea un resultado específico. Los procesos también podrán contratarse en forma parcial o 
por subprocesos, correspondientes a las diferentes etapas de la cadena productiva, siempre 
atados al resultado final.

Artículo 7°. Reconocimiento y funcionamiento. Para efectos del reconocimiento y fun-
cionamiento de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo Asociado deberán cumplir 
los requisitos previstos en el artículo 15 de la Ley 79 de 1988, junto con la constancia de la 
autorización del Régimen de Trabajo y de Compensaciones expedida por el Ministerio de 
la Protección Social. El reconocimiento de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo 
Asociado corresponde a la Superintendencia de la Economía Solidaria, en los términos del 
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